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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, quince (15) de enero de dos mil catorce (2014)
	RADICADO:

	05 001 33 33 020 2013 01102 00

	ACCIÓN:

	EJECUTIVO 

	DEMANDANTE: 
	EMPRESA DE VIVIENDA DE ANTIOQUIA- VIVA   

	DEMANDADO:

	MUNICIPIO DE TARAZÁ- ANTIOQUIA    

	ASUNTO:
	NIEGA MANDAMIENTO DE PAGO

	Auto Interlocutorio:
	No. 004


ANTECEDENTES
Mediante escrito que correspondió por reparto a este Juzgado, la EMPRESA DE VIVIENDA DE ANTIOQUIA- VIVA, por intermedio de apoderado judicial, propone demanda ejecutiva en contra del MUNICIPIO DE TARAZÁ - ANTIOQUIA con la cual pretende, se libre mandamiento de pago en los siguientes términos:
”a. Por la suma de MIL SETECIENTOS SESENTA Y NUEVE MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA MIL QUINIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS M/L ($1.769.430.579) por concepto de la obligación por capital contenida en el acta de liquidación  unilateral, realizada en los términos de ley.
b. Por el valor de los intereses moratorios causados sobre la anterior suma de dinero, desde que la obligación se hizo exigible hasta la fecha de que se verifique el pago, liquidados como se establece en el numeral 8° del artículo 4° de la Ley 80 de 1993, a la tasa equivalente al doble del interés legal civil sobre el valor histórico (capital) actualizado.
Se condene en costas y gastos del proceso al demandado.   

Como hechos fundamento de su pretensión refiere: 

La EMPRESA DE VIVIENDA DE ANTIOQUIA- VIVA, suscribió el convenio 2006-VIVA-CF-237 con el municipio de Tarazá y producto del citado convenio se desembolsaron recursos en dinero y en especie por un valor Total de CUATRO MIL CIENTO NOVENTA Y DOS MILLONES DOSCIENTOS CUARENTA Y SEIS MIL SETENCIENTOS OCHENTA Y NUEVE PESOS M/L ($4.192.246.789), de los cuales DOS MIL TRES MILLONES SEISCIENTOS VENITISIETE MIL PESOS M/L ($2.003.627.000) fue el aporte de VIVA.
El convenio fue liquidado unilateralmente en los términos de la Ley mediante Acta N° 2006-VIVA-CF-237 del 20 de diciembre de 2011, quedando un saldo a favor de VIVA por valor de MIL SETECIENTOS SESENTA Y NUEVE MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA MIL QUINIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS ($1.769.430.579).

Las obligaciones contraídas por el municipio de Tarazá a la fecha no han sido sufragadas, pese a que VIVA en diferentes ocasiones ha presentado la cuenta de cobro, e incluso el cobro prejurídico al ente territorial. La primera cuenta fue recibida por el municipio de Tarazá el 25 de enero de 2012  
CONSIDERACIONES
Corresponde al Despacho analizar si los documentos aportados con la demanda constituyen título ejecutivo y si ellos sirven de fundamento para librar el mandamiento de pago solicitado en contra del MUNICIPIO DE TARAZÁ – ANTIOQUIA.   
Al referirse al título ejecutivo el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil dispone: 

"ART. 488. TÍTULOS EJECUTIVOS.- Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso - administrativos o de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia...”

Es uniforme la jurisprudencia y la doctrina al clasificar los requisitos necesarios para que exista título ejecutivo, en requisitos de forma y de fondo:

i) Las condiciones formales, se concretan en que el documento o documentos donde conste la obligación sean auténticos, que provengan del deudor o sus causantes, o de una sentencia de condena proferida por el Juez o Tribunal de cualquier jurisdicción o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley, o de las providencias que en procesos contencioso administrativos o de policía, aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia;  y en tal sentido, constituyan plena prueba contra el deudor. 

Que el documento provenga del deudor o de su causante, quiere decir que éste sea su autor, el suscriptor del correspondiente documento. 

Además, que el documento constituya plena prueba contra el deudor significa que no exista ninguna duda sobre su procedencia, por lo que debe ser allegado en original o copia auténtica. Es así como el artículo 12 de la Ley 446 de 1998, establece: 

“Art. 12 Título ejecutivo. Se presumirán auténticos los documentos que reúnan los requisitos del artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, cuando de ellos se pretenda derivar título ejecutivo”. 

ii) Los requisitos de fondo se refieren a su contenido, es decir, que la obligación que contenga a favor del ejecutante o de su causante sea clara, expresa y exigible y además líquida o liquidable por simple operación aritmética. 
Que la obligación sea clara significa que en el documento consten todos los elementos que la integran, esto es, el acreedor, el deudor y el objeto o prestación, perfectamente individualizados. Sin embargo, en caso de que no se determine el objeto, por lo  menos el mismo debe ser determinable con los datos contenidos en el documento y sin necesidad de acudir a otros elementos probatorios. 
Que la obligación sea expresa quiere decir que esté determinada en el documento, con lo cual se descartan las obligaciones implícitas y las presuntas.
Que la obligación sea exigible, quiere decir que se encuentre en situación de pago o solución inmediata, por no estar sometida a plazo, modo o condición, es decir, que se trate de una obligación pura, simple y ya declarada. Con lo cual ha de entenderse que una obligación exigible es la que incorpora un derecho que puede cobrarse  ejecutivamente. 

En relación con el tema en comento, el Consejo de Estado en sentencia del 26 de mayo de 2010, expediente 25803, expresó: 
“Los requisitos del título ejecutivo están contenidos en el artículo 488 del C. de P.C., Con fundamento en la anterior disposición la Sala ha precisado en abundantes providencias que el título ejecutivo debe reunir condiciones formales, las cuales consisten en que el documento o conjunto de documentos que dan cuenta de la existencia de la obligación i) sean auténticos y ii) emanen del deudor o de su causante, de una sentencia de condena proferida por el juez o Tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva de conformidad con la ley. De igual manera se ha señalado que también deben acreditarse condiciones sustanciales, las cuales se traducen en que las obligaciones por cuyo cumplimiento se adelanta el proceso sean claras, expresas y exigibles. La obligación es expresa cuando aparece nítida y manifiesta en la redacción misma del título; es clara cuando se revela fácilmente en el título y es exigible cuando puede lograrse su cumplimiento porque no esta sometida a plazo o condición”

Tratándose de la ejecución derivada de un contrato estatal, el ejecutante tiene el deber de aportar todos los documentos necesarios que acrediten la existencia de la obligación que se pretende ejecutar, pues al Juez le está vedado ordenar la corrección de la demanda para que el demandante allegue al expediente documentos que integren el título.  Así entonces, el Juez solo podrá librar mandamiento de pago cuando con la demanda se acompañen los documentos que presten mérito ejecutivo; es decir, la acreditación de tal mérito ejecutivo debe encontrarse satisfecha al momento en que el Juez entre a decidir sobre la procedencia del mandamiento. 
Además, cuando se ejecuta con fundamento en un título ejecutivo complejo, como en el caso de los contratos estatales, es indispensable que todos y cada uno de los documentos que lo conforman en su conjunto, muestren la existencia de la obligación con las características previstas en el artículo 488 del Código de Procedimiento Civil, y sean aportados en legal forma, es decir, en original o copia autentica de conformidad con lo indicado en los artículos 251, 253 y 254 ibídem. 

Descendiendo al caso concreto observa el Juzgado, que el pretenso ejecutante asegura que la obligación de pagar la suma de MIL SETECIENTOS SESENTA Y NUEVE MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA MIL QUINIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS ($1.769.430.579) emanados del Convenio Interadministrativo 2006-VIVA-CF-237 celebrado por las partes el 21 de septiembre de 2006, saldo resultante como insoluto, después de la liquidación unilateral del mismo.
El artículo 60 de la Ley 80 de 1993,  dispone lo siguiente:

“ARTÍCULO 60. DE LA OCURRENCIA Y CONTENIDO DE LA LIQUIDACIÓN. <Artículo modificado por el artículo 217 del Decreto 19 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> Los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán objeto de liquidación.

También en esta etapa las partes acordarán los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar.

En el acta de liquidación constarán los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse a paz y salvo.

Para la liquidación se exigirá al contratista la extensión o ampliación, si es del caso, de la garantía del contrato a la estabilidad de la obra, a la calidad del bien o servicio suministrado, a la provisión de repuestos y accesorios, al pago de salarios, prestaciones e indemnizaciones, a la responsabilidad civil y, en general, para evitar las obligaciones que deba cumplir con posterioridad a la extinción del contrato.

La liquidación a que se refiere el presente artículo no será obligatoria en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión.”
Con posteridad, fue expedida la Ley 1150 de 2007
, norma aplicable al caso concreto dada la fecha de celebración del contrato, y que en relación con la liquidación de los contratos estatales, dispuso:

ARTÍCULO 11. DEL PLAZO PARA LA LIQUIDACIÓN DE LOS CONTRATOS. La liquidación de los contratos se hará de mutuo acuerdo dentro del término fijado en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, o dentro del que acuerden las partes para el efecto. De no existir tal término, la liquidación se realizará dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la expiración del término previsto para la ejecución del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga.

En aquellos casos en que el contratista no se presente a la liquidación previa notificación o convocatoria que le haga la entidad, o las partes no lleguen a un acuerdo sobre su contenido, la entidad tendrá la facultad de liquidar en forma unilateral dentro de los dos (2) meses siguientes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 164 literal v del C. C. A.

Si vencido el plazo anteriormente establecido no se ha realizado la liquidación, la misma podrá ser realizada en cualquier tiempo dentro de los dos años siguientes al vencimiento del término a que se refieren los incisos anteriores, de mutuo acuerdo o unilateralmente, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 164 del C. C. A.

Los contratistas tendrán derecho a efectuar salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de acuerdo.”
En relación con la naturaleza jurídica del acta de liquidación del contrato, el Consejo de Estado en proveído del 11 de noviembre de 2009, Radicación número: 25000-23-26-000-2002-01920-02(32666), refirió:
“Ahora bien, la liquidación del contrato es una actuación posterior a su terminación normal (culminación del plazo de ejecución) o anormal (verbigracia en los supuestos de terminación unilateral o caducidad), con el objeto de definir si existen prestaciones, obligaciones o derechos a cargo de las partes, hacer un balance de las cuentas para determinar quién le debe a quién y cuánto y proceder a las reclamaciones, ajustes y reconocimientos a que haya lugar, y así dar finiquito y paz y salvo a la relación negocial.
Cuando la obligación que se cobra proviene de un contrato estatal, el título ejecutivo, por regla general, es complejo en la medida que está conformado no sólo por el contrato, en el cual consta el compromiso de pago, sino por otros documentos, normalmente provenientes de la Administración en los cuales conste el cumplimiento de la obligación a cargo del contratista, y de las que se pueda deducir la exigibilidad de la obligación de pago para la entidad contratante. 

En ocasiones el título ejecutivo está constituido sólo por el acto administrativo, como por ejemplo, cuando la Administración, en ejercicio de la facultad que le ha sido atribuida por el artículo 61 de la Ley 80 de 1.993 liquida unilateralmente el contrato y, en tal virtud, procede a declarar la existencia de una obligación a cargo del contratista, o a reconocer la existencia de una obligación en su contra
.

De igual forma, cuando se realiza la liquidación bilateral o por mutuo acuerdo del contrato, la respectiva acta suscrita entre las partes, contiene obligaciones claras, expresas y exigibles a cargo de las mismas, de tal suerte que dicho documento constituye título ejecutivo y ello es así, como quiera que dicho acto se constituye en un negocio jurídico extintivo en el que las partes en ejercicio de su autonomía privada definen las cuentas del mismo, precisan el estado en que quedaron las prestaciones –créditos y deudas recíprocas- y se obligan a lo estipulado en el documento que se suscribe y la contiene. 

Igualmente, atendiendo a la naturaleza y a la finalidad de la liquidación del contrato, ha sido criterio inveterado de la Corporación que si se realiza la liquidación bilateral, esto es, por mutuo acuerdo entre la administración y su contratista, y no se deja salvedad en relación con reclamaciones que tenga cualquiera de las partes en el acta en la que se vierte el negocio jurídico que extingue el contrato, no es posible que luego prospere una demanda judicial de pago de prestaciones surgidas del contrato.
” (Resalta el Juzgado).
En el mismo sentido, se pronunció el Consejo de Estado en proveído del 31 de marzo de 2011, radicación número: 68001-23-15-000-1997-00942-01(16246), al expresar:

“3. Liquidación de los contratos celebrados por la Administración.

La liquidación del contrato administrativo (según la terminología del Decreto-ley 222 de 1983) o estatal (según lo consagra la Ley 80 de 1993)
, la cual puede ser bilateral, unilateral o judicial, según el caso, tiene por objeto establecer: (i) el estado en el cual quedaron las obligaciones que surgieron de la ejecución del contrato; (ii) los ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya lugar, según lo ejecutado y lo pagado; (iii) las garantías inherentes al objeto contractual y, excepcionalmente, (iv) los acuerdos, conciliaciones y transacciones a las cuales llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder declararse mutuamente a paz y salvo.

La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha hecho referencia a la liquidación del contrato estatal en los siguientes términos: 

“La liquidación del contrato, para aquellos casos en que se requiere, ya sea ésta bilateral o unilateral, constituye el momento a partir del cual se entiende que el contrato en cuestión ha finalizado y, en consecuencia, cesan las obligaciones de las partes e inclusive las potestades del Estado para exigir directamente tales obligaciones, salvo lo que en la misma acta se prevea o, aquellas obligaciones que hayan sido previamente pactadas como post-contractuales, tales como, por ejemplo, la estabilidad de la obra, la constitución de pólizas de garantía para avalarla, etc.”

En síntesis, independiente de la fuente de la liquidación del contrato –acuerdo, acto administrativo, sentencia o laudo arbitral​– lo que se busca con ella es finiquitarlo, es decir: “(…) que, con la liquidación del contrato, se defina el estado económico del mismo y que, liquidado el contrato, debe estarse a lo resuelto en la liquidación respecto de las obligaciones derivadas del contrato estatal, sin perjuicio de que pueda demandarse su modificación, por vía judicial”

Liquidación bilateral o voluntaria.

La liquidación bilateral corresponde al balance, finiquito o corte de cuentas que realizan y acogen de manera conjunta las partes del respectivo contrato, por tanto, esta modalidad participa de una naturaleza eminentemente negocial o convencional. 

En términos generales, la liquidación que surge del acuerdo de las partes participa de las características de un negocio jurídico que como tal resulta vinculante para ellos. Este negocio jurídico que se materializa en el acta de liquidación debe contener, si los hubiere, los acuerdos, las salvedades, las conciliaciones y las transacciones a que llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y dar por finiquitado el contrato que se ejecutó. La fuerza jurídica del acuerdo liquidatorio, que surge de todo un proceso de discusión, es tan importante dentro de la nueva realidad jurídica que se creó entre las partes del contrato, que la misma se presume definitiva y las obliga en los términos de su contenido. Al respecto ha afirmado esta Corporación:
“... El acta que se suscribe sin manifestación de inconformidad sobre cifras o valores y en general sobre su contenido, está asistida de un negocio jurídico pleno y válido, porque refleja la declaración de voluntad en los términos que la ley supone deben emitirse, libres o exentos de cualesquiera de los vicios que pueden afectarla. Se debe tener, con fuerza vinculante, lo que se extrae de una declaración contenida en un acta, porque las expresiones volitivas, mientras no se demuestre lo contrario, deben ser consideradas para producir los efectos que se dicen en él. ... ”

Así pues, en tanto la liquidación bilateral constituye un negocio jurídico de carácter estatal, para declarar su nulidad es necesario que se configure alguna de las causales previstas bien sea en la respectiva ley de contratación de la Administración Pública o en el derecho común…” (Resalta el Juzgado).
Igualmente, el tratadista Mauricio Fernando Rodríguez Tamayo, en su obra “La acción ejecutiva ante la jurisdicción administrativa”, en torno al acta de liquidación bilateral del contrato, refiere:

“En este orden de ideas, se puede afirmar que el acta de liquidación bilateral del contrato, prestará mérito ejecutivo cuando en ella consten obligaciones claras, expresas y actualmente exigibles a favor de la Administración o del contratista, puesto que en esa acta quedarán sentadas las obligaciones a cargo de cada una de las partes contratantes.

Por lo general, con el acta de liquidación bilateral, la Administración, queda como deudora del contratista, sin embargo, se han presentado casos en los cuales el contratista es quien debe reintegrarle dineros a la administración y tal obligación se deja incluida en el acta de liquidación bilateral del contrato. Precisamente, el Consejo de Estado, resolvió un asunto que llegó a su conocimiento por el grado jurisdiccional de consulta –cuando estaba vigente era revisión en el proceso ejecutivo-. En este proceso, en el acta de liquidación, que se presentó como título de recaudo, el contratista se comprometió a reintegrarle a la Administración los dineros que había recibido por concepto de anticipo en una fecha determinada y como el contratista no pagó, la entidad estatal respectiva inició el proceso ejecutivo en su contra para obtener el cumplimiento de la obligación. En este asunto, el título ejecutivo estaba compuesto por el acta de liquidación bilateral del contrato, en la cual constaba una obligación clara, expresa y actualmente exigible.

…Cuando la administración sea la acreedora del contratista será necesario que cumpla con los siguientes requisitos: 1) que el acta esté suscrita por el contratista y por el representante legal de la entidad estatal o por quien se le delegó esa función; 2) que se acompañe con la demanda el original o copia autenticada del contrato estatal o de la orden de pago; 3) la acreditación del requerimiento al contratista para el pago, y 4) cuando se trate de personas jurídicas, deberá anexarse con la demanda, el certificado de existencia y representación legal.

Finalmente, no se puede perder de vista que el acta de liquidación bilateral del contrato estatal prestará mérito ejecutivo, por regla general, con los documentos anteriores, pero también puede ocurrir que las obligaciones acordadas en ese documento, se condicionen a la ocurrencia o no de ciertos hechos y por ende, será menester que tales situaciones estén plenamente acreditadas para la integración del título…”

Examinados los documentos allegados al expediente, se observa que el actor pretende aportó al plenario el original de la cuenta de cobro No. 018 del 6 de enero de 2012 con la respectiva guía de envío (folio 6 y 7), el original de la resolución N° 134 del 28 de junio de 2011 por medio de la cual se declara la terminación unilateral del Convenio 2006-VIVA-CF-237(folio 3 a 5), copia de la Resolución Nº 304 del 27  de agosto de 2013 por medio de la cual se realizan unas delegaciones en la empresa de Vivienda de Antioquia (folio 8  y 9).  

No obstante, no se aportó ni el Convenio Interadministrativo No. 2006-VIVA-CF-237 ni el acta de liquidación del mismo, en la que, tal como dispone el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, se encuentre consignado el balance final de cuentas
 a cargo de las partes. 
Respecto de la conformación del Título Ejecutivo cuando se pretende la ejecución de obligaciones derivadas de un contrato estatal, el mismo debe estar integrado no solo por el contrato, sino por otra serie de documentos que permitan deducir la existencia de una obligación clara, expresa y exigible.  A este respecto ha indicado el Órgano de Cierre de esta Jurisdicción mediante providencia del 11 de noviembre de 20098, M.P. Ruth Stella Correa Palacio:

“…cuando la obligación que se cobra proviene de un contrato estatal, el título ejecutivo por regla general es complejo en la medida que está conformado no solo por el contrato en el cual consta el compromiso de pago, sino por otros documentos, normalmente provenientes de la Administración, en los cuales conste el cumplimiento de la obligación a cargo del contratista, y de las que se pueda deducir la exigibilidad de la obligación de pago para la entidad contratante”

Por último, es prudente advertir, que si bien se presentó el original de la cuenta de cobro No 018 del 6 de enero de 2012 (folio 6) y el original de la Resolución N° 134 del 28 de junio de 2011(folio 3 a 5), lo cierto, es que estos documentos por sí solos no son suficientes para librar mandamiento de pago en contra de la entidad demandada, dado que tratándose de obligaciones derivadas de un contrato estatal se está en presencia de un título complejo; título cuya unidad jurídica no se encuentra integrada en el presente asunto en tanto no aparecen como anexos de la demanda el Convenio No. 2006-VIVA-CF-237, ni el acta de liquidación unilateral del mismo, así como tampoco, el acta de suspensión del convenio ni el Otro Si enunciados en los hechos del libelo introductor. . 

Así las cosas, dado que los documentos echados de menos constituyen elementos primordiales para la integración del título ejecutivo complejo, como quiera que en los mismos reposan tanto las obligaciones contractuales de las partes, como el corte final de cuentas, los ajustes, revisiones, reconocimientos, entre otros, que permitan determinar si la obligación cuya ejecución se pretende cumple con los requisitos de ser clara, expresa y exigible, se procederá a denegar el mandamiento de pago solicitado por la EMPRESA DE VIVIENDA DE ANTIOQUIA “VIVA”, en contra del MUNICIPIO DE TARAZÁ - ANTIOQUIA 
Sin más consideraciones, no habiéndose integrado el título ejecutivo complejo en cabal forma dentro del presente asunto, lo procedente será denegar el mandamiento de pago, y ordenar la devolución de los anexos sin necesidad de desglose, tal como lo dispone el artículo 497 del C. de P. Civil, como así se dispondrá.

Por lo expuesto el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN,
RESUELVE:
PRIMERO: Denegar el mandamiento de pago solicitado por la EMPRESA DE VIVIENDA DE ANTIOQUIA “VIVA”, en contra del MUNICIPIO DE TARAZÁ - ANTIOQUIA por las razones indicadas en la parte motiva del presente proveído.
SEGUNDO: Se dispone la devolución de los anexos sin necesidad de desglose, y el archivo de las diligencias, previo registro en el sistema de gestión judicial.

TERCERO: Se le reconoce personería al Dr. SANTIAGO ANDRÉS CARDEÑO RESTREPO con T.P. 165.721 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado de la parte demandante, en los términos y para los efectos del poder conferido que obra a folio 1 del expediente.

NOTIFÍQUESE
SANDRA LILIANA PÉREZ HENAO
JUEZ
	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 16 de enero de 2014  fijado a las 8 a.m.

VERÓNICA MARÍA PEDRAZA PIEDRAHITA
SECRETARIA


� Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con Recursos Públicos.


� CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia de 5 de julio de 2006 Exp. 24812 M.P. Ruth Stella Correa Palacio.  Cabe tener en cuenta que la norma que hoy autoriza la liquidación unilateral es el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, modificado por el artículo 11 de la Ley 1150 de 1997.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, entre otras sentencias se citan las siguientes: Sentencias de 25 de noviembre de 1999, Exp. 10893; de 6 de mayo de 1992; exp. 6661, de 6 de diciembre de 1990, Exp. 5165, de 30 de mayo de 1991, Exp. 6665, de 19 de julio de 1995, Exp. 7882; de 22 de mayo de 1996, Exp. 9208. 





� De conformidad con el artículo 60 de la Ley 80 expedida en el año de 1993 y el artículo 11 de la Ley 1150 expedida en el año 2007, los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolonguen en el tiempo y los demás que lo requieran, deben ser objeto de liquidación bilateral en primer lugar y luego unilateral en el evento de que haya imposibilidad de suscribir un acta de liquidación de común acuerdo.





� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de abril 20 de 2005. C. P. Germán Rodríguez Villamizar, expediente 14213. Así mismo, en: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de diciembre 4 de 2006, expediente 15239. La liquidación del contrato es definida según el siguiente tenor: “En cuanto corresponde a la liquidación de los contratos de la Administración, ha de señalarse que dicha figura corresponde al balance final o corte definitivo de cuentas de la relación contractual, cuyo propósito fundamental es el de determinar quién le debe a quién y cuánto.” Respecto de las obligaciones que surgen de la liquidación, en sentencia de agosto de 2001, esta Corporación expresó: “La liquidación del contrato no debe ser entendida como una condición de exigibilidad de las obligaciones a cargo de las partes contratantes, porque como lo prescribe la ley y lo ha precisado la jurisprudencia, es un corte de cuentas entre las partes, en el que se deja constancia de las obligaciones cumplidas y no cumplidas en oportunidad.” Ver: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de agosto 30 de 2001, C. P. Alier Eduardo Enríquez Hernández, expediente 16256. En similar sentido se ha pronunciado la Sesión Tercera del Consejo de Estado en los siguientes procesos: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de octubre 28 de 2004, C. P. Germán Rodríguez Villamizar, expediente 22261. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de febrero 20 de 1998, C. P. Ricardo Hoyos Duque. Exp: 14213.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de julio 17 de 2003, expediente 24041, C. P. Alier Eduardo Hernández Enríquez. 





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de junio 22 de 1995, expediente No. 9965, M.P. Daniel Suárez Hernández.





� Rodríguez Tamayo, Mauricio Fernando, la “Acción ejecutiva ante la jurisdicción administrativa”, tercera edición, Librería Jurídica Sanchez R. Ltda., año 2010, págs.121 a 126


� Auto del 10 de abril de 2008, expediente 33633. Consejo de Estado. 
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